
 

 

 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

     Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – VEINTITRES (23) DE ABRIL DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024). 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  
RADICACIÓN: 2024-00118 (T02-2024-00079-01) 
ACCIONANTE: CARLOS MANUEL PEREZ PAEZ 
ACCIONADO: DATACREDITO EXPERIAN 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la impugnación a que fuere sometido el fallo de tutela del 11 de marzo de 2024, 
proferido por el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD dentro de la acción 
de tutela instaurada por CARLOS MANUEL PEREZ PAEZ, en contra de DATACREDITO 
EXPERIAN por la presunta vulneración de su derecho fundamental al HABEAS DATA 
 

HECHOS 
 

La accionante expresa como fundamentos del libelo incoatorio los que se exponen a 
continuación: 
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DE LA ACTUACIÓN 
 
La acción de tutela correspondió por reparto al JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL 
DE SOLEDAD, siendo admitida a través de auto del 27 de febrero de 2024, ordenándose 
oficiar a la parte accionada a fin de que rindiera un informe sobre los hechos relacionados 
en la solicitud de amparo. Además, vincula al trámite a COOPERATIVA ACTIVOS Y 
FINANZAS 
 
Informes rendidos en los siguientes términos: 
 
INFORME EXPERIAN COLOMBIA S.A. – DATACREDITO 
MARIA CLAUDIA CAVIEDES MEJIA, en calidad de representante legal, manifestó: 
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INFORME ACTIVOS Y FINANZAS 
GETSY AMAR GIL RIVAS, en calidad de apoderada general, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 
 
El JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, a través de fallo calendado 11 
de marzo de 2024 resolvió declarar improcedente el amparo invocado por cuanto  la 
naturaleza residual de la acción de tutela obliga a que el accionante, antes de acudir a ella, 
agote los mecanismos dispuestos en el ordenamiento jurídico previamente, sin embargo, el 
accionante ha hecho caso omiso a este requisito de procedibilidad e insiste en acudir de 
manera directa al trámite tutelar 
 

 
FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 
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PROBLEMA JURÍDICO 
 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente la acción de tutela para amparar el derecho 
fundamental al HABEAS DATA invocado por CARLOS MANUEL PEREZ PAEZ, 
presuntamente vulnerado por DATACREDITO EXPERIAN, con ocasión del reporte 
negativo que registra por más de 10 años. 
 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 
El marco constitucional está conformado por el artículo 23 y 86 de la Constitución  Política,  
Decreto 2591 de 1991. Ley 1755 de 2015, sentencia T-206/18, T-682/17, entre otras.  
 

CONSIDERACIONES 
 
El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 
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así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 
estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u omisión 
de cualquier persona. 
 
Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 
por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento que 
permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen de 
vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la vulneración 
de un derecho.  
 
 
ACCION DE TUTELA PARA LA PROTECCION DEL DERECHO AL HABEAS DATA-
Procedencia, previa solicitud de corrección, aclaración, rectificación o actualización de 
información 
(…) la jurisprudencia constitucional ha determinado que la solicitud, por parte del afectado, 
de la supresión del dato o de la información que se considera violatoria del régimen general 
de protección de habeas data, previa a la interposición del mecanismo de amparo 
constitucional, constituye un presupuesto general para el ejercicio de la acción de tutela. 
 
La dilación injustificada se presenta cuando la duración de un procedimiento supera el plazo 
razonable. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, la razonabilidad del plazo se 
establece en cada caso particular, teniendo en cuenta (i) la complejidad del asunto; (ii) la 
actividad procesal del interesado; (iii) la conducta de la autoridad competente; y (iv) la 
situación jurídica de la persona interesada. 
 

CASO CONCRETO 
 
En el presente caso, manifiesta la parte accionante que se presenta vulneración de su 
derecho fundamental de HABEAS DATA por parte de DATACREDITO EXPERIAN en 
atención al reporte negativo que ha sido mantenido durante 12 años. 
 
DATACREDITO – EXPERIAN en su informe asegura no estar vulnerando el derecho 
fundamental del actor por cuanto son las fuentes de información, que en el presente caso 
es ACTIVOS Y FINANZAS quien debe mantener actualizada la información para que ellos 
puedan ir actualizando ya que de manera unilateral no pueden modificarla. 
 
De otro lado ACTIVOS Y FINANZAS señala que esta es la tercera acción constitucional que  
recibimos por parte del accionante dentro del mes de febrero del presente año, 
encontrándose aún en trámite la segunda de ellas. No obstante, que el actor tiene un crédito 
y que no ha recibido pago alguno como pago total de la obligación por parte del accionante 
ni por parte de ningún tercero por concepto de compra de cartera de la obligación, además 
de ello, obsérvese que no existe evidencia alguna que permita evidenciar su dicho. 
 
Teniendo en cuenta los informes rendidos, el A quo declaró improcedente el amparo toda 
vez que el actor no acredita haber presentado petición ante la accionada solicitando la 
modificación de la información, sino que acudió directamente a la acción de tutela, dejando 
de lado que la misma es de carácter subsidiario y que deben agotarse los mecanismos que 
se tengan para el amparo de los derechos. 
 
El actor impugna el fallo asegurando que el mismo debe ser revocado por cuanto el a quo 
no interpretó los hechos y no cuenta con otro mecanismo. 
 
De las pruebas allegadas al plenario y en concordancia con lo expuesto por el A quo 
considera el despacho que la pretensión del actor radica en que se ordene la eliminación 
del reporte negativo que registra ante las centrales de riesgo, lo anterior, no se evidencia 
que haya sido solicitado al accionado. 
 
Al respecto la Corte Constitucional en Sentencia T143/2022 dispuso: 
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“La presentación de la reclamación ante el responsable o encargado del tratamiento de 
datos, en los términos del artículo 15 y 16 de la Ley 1581 de 2012, es una condición sine 
qua non para que el titular del dato o su causahabiente pueda acudir ante la autoridad de 
protección de datos. Para la Corte es así, porque “no tiene sentido acudir al órgano de 
protección del dato para que active sus facultades de vigilancia, control y sanción, por 
señalar solo algunas, en relación con el responsable o encargado del dato, cuando éste ni 
siquiera conoce las pretensiones del titular y no ha tenido la oportunidad de decidir si le 
asiste o no razón”. 
 
Bajo esa misma lógica, la jurisprudencia constitucional ha extendido la aplicación del 
anterior requisito de procedibilidad al ejercicio de la acción de tutela. En concreto, ha 
determinado que “la solicitud, por parte del afectado, de la aclaración, corrección, 
rectificación o actualización [o supresión] del dato o de la información que se considera 
errónea, previa a la interposición del mecanismo de amparo constitucional, constituye un 
presupuesto general para el ejercicio de la acción de tutela.”. Si este no se acredita, se 
impone en consecuencia la declaratoria de improcedencia de dicha acción.” 
 

Ahora bien, señala la vinculada ACTIVOS Y FINANZAS que el actor ha presentado con la 
actual tres acciones de tutela: 

- Juzgado Segundo de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Soledad al 
interior de la Rad. 2024-00086-00 

- Juzgado Cuarto de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Soledad - Atlántico 
al interior de la Rad. 08-758-41-89-004-2024-00075-00 

 
De las anteriores, la proveniente del JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD radicado 2024-0075-00 negó el amparo 
invocado, y en segunda instancia correspondió a este Despacho, bajo radicado interno T02-
2024-00074-01, en el cual se confirmó lo resuelto en primera instancia. 
 
Si bien el actor señala que van dirigidas contra diferentes partes accionadas, se evidencia 
que ha existido identidad en el objeto que se persigue, lo cual ha sido negado por varios 
despachos judiciales exponiendo en sus providencias las causas por las cuales no es 
procedente el amparo a través de este mecanismo constitucional. 
 
La Constitución de 1991 indica que la acción de tutela es un medio judicial residual y 
subsidiario, que puede utilizarse frente a la vulneración o amenaza de derechos 
fundamentales por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, y en algunos casos 
de particulares. No obstante, existen reglas que no pueden ser desconocidas por quienes 
pretenden que se les reconozca el amparo a través de esta vía, una de ellas es no haber 
formulado con anterioridad una acción de tutela contra la misma parte, por los mismos 
hechos y con las mismas pretensiones. 
 
Cuando una persona promueve la misma acción de tutela ante diferentes operadores 
judiciales, bien sea simultánea o sucesivamente, se puede configurar la temeridad, conducta 
que involucra un elemento volitivo negativo por parte del accionante. La jurisprudencia ha 
establecido ciertas reglas con el fin de identificar una posible situación constitutiva de 
temeridad. Sobre el particular, La Corte Constitucional señaló: 
 
“La Sentencia T-045 de 2014 advirtió que la temeridad se configura cuando concurren los 
siguientes elementos: “(i) identidad de partes; (ii) identidad de hechos; (iii) identidad de 
pretensiones y (iv) la ausencia de justificación razonable en la presentación de la nueva 
demanda vinculada a un actuar doloso y de mala fe por parte del demandante.  
En la Sentencia T-727 de 2011 se definió los siguientes elementos “(…) (i) una identidad en 
el objeto, es decir, que ¨las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión 
tutelar o sobre todo el amparo de un mismo derecho fundamental¨; (ii) una identidad de 
causa petendi, que hace referencia a que el ejercicio de las acciones se fundamente en unos 
mismos hechos que le sirvan de causa; y, (iii) una identidad de partes, o sea que las acciones 
de tutela se hayan dirigido contra el mismo demandado y, del mismo modo, se hayan 
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interpuesto por el mismo demandante, ya sea en su condición de persona natural o persona 
jurídica, de manera directa o por medio de apoderado”. 
  
En atención a lo antes expuesto resulta necesario exhortar al actor para que en lo sucesivo 
se abstenga de presentar nueva acción de tutela con la que se pretenda el mismo objeto de 
las antes presentadas por cuanto ya es un tema resuelto por varias agencias judiciales. 
 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 11 de marzo de 2024 por 
el JUZGADO TERCERO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD dentro de la ACCIÓN DE 
TUTELA incoada por CARLOS MANUEL PEREZ PAEZ, en contra de DATACREDITO 
EXPERIAN, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 
 

SEGUNDO: EXHORTAR al señor CARLOS MANUEL PEREZ PAEZ para que en lo sucesivo 
se abstenga de presentar nueva acción de tutela con la que se pretenda el mismo objeto de 
las antes presentadas por cuanto ya es un tema resuelto por varias agencias judiciales 
 
TERCERO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 
Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

 
CUARTO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional 
para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 
 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
 

 


